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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con cincuenta 

y dos minutos del día veintitrés de abril de dos mil veintiuno. 

Mediante resolución del día cinco de marzo del corriente año, se declaró sin lugar la 

apertura del procedimiento del presente caso; en ese contexto, se recibió el escrito presentado por 

el denunciante, mediante el cual interpone recurso de 

reconsideración de la referida decisión ( fs. 146 y 14 7). 

Antes de emitir el pronunciamiento correspondiente, este Tribunal hace las siguientes 

consideraciones: 

l. En su escrito, el señala que la resolución que declara 

sin lugar la apertura del procedimiento le causa agravio; por lo que solicita expresamente que se 

revoque y se decrete la apertura del caso contra el licenciado ., 

Coordinador de la Unidad Especializada de Defensa de la Niñ.ez y Adolescencia de la Procuraduría 

General de la República de San Salvador. 

11. El derecho a recurrir o derecho a los medios impugnativos es un derecho de naturaleza

constitucional procesal que, si bien esencialmente emana de la ley, está constitucionalmente 

protegido en cuanto faculta a las partes intervinientes en un proceso o procedimiento a agotar todos 

los medios para obtener una reconsideración de la resolución impugnada por parte del tribunal o 

ente administrativo superior en grado de conocimiento; tal como lo reconocen -entre otras- las 

sentencias emitidas por la Sala de lo Constitucional de fechas 2 l-VIII-2013 y l 8-X-2013, dictadas 

en los procesos de amparo referencias 498-201 1 y 484-2012, respectivamente. 

Se trata de un derecho fundamental por naturaleza de configuración legal, lo cual impone 

que los presupuestos y requisitos para la válida utilización de un medio impugnativo deben estar 

establecidos por ley; y consecuentemente, una vez configurado el recurso para el ataque de las 

resoluciones emitidas en un proceso o procedimiento concreto, debe permitirse a la parte agraviada 

el acceso efectivo al mismo. Sin embargo, "el derecho a recurrir no implica necesariamente la 

posibilidad de impugnación con carácter absoluto: frente a cualquier resolución, en cualquier 

proceso y en cualquier circunstancia" (resolución pronunciada el 12-XII-2012 en el proceso de 

amparo referencia 243-20101). 

En ese orden de ideas, los recursos administrativos son también medios de protección del 

individuo para impugnar los actos y hechos administrativos que lo afectan, siendo un mecanismo 

de defensa de sus derechos frente a la Administración Pública. 

No obstante, como ha sido sostenido por la Sala de lo Contencioso Administrativo en 

diferentes oportunidades (v.gr., resolución de fecha 06-IV-2017 emitida en el proceso con 

referencia 147-2014), "la Administración Pública admitirá y tramitará el recurso administrativo 

interpuesto cuando se cumplan ciertos requisitos legales y formales. De ahí que de forma general 

se exija [entre otros supuestos] que se trate de una resolución recurrible". 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En ese 
contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en el artículo 30 
de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en aplicación del criterio de la 21-20-
RA-SCA del 16/11/2020.








